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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto veinticuatro (24) de dos mil quince (2015)
Acta No. 385 del 24 de agosto de 2015
Expediente No. 66001-22-13-000-2015-00338-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Consuelo Patiño Patiño contra la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y el Fondo Nacional de Vivienda -Fonvivienda-, a la que fueron vinculados el Director de Ingreso Social del DPS y la Coordinadora del Grupo de Atención al Usuario y Archivo del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio.
A N T E C E D E N T E S

1.- En el escrito por medio del cual se promovió la acción relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

.- Es desplazada desde el año 2005; dos años después, se postuló en una convocatoria de vivienda y resultó calificada; en 2013 fue incluida en el proyecto Salamanca y si bien en Comfamiliar le informaron que cumple los requisitos para obtener ese subsidio, a la fecha no le han entregado su casa.

.- Elevó sendas peticiones a Fonvivienda y al DPS, pero estas entidades le manifestaron que si bien “cumplo requisitos para los 100 mil”, no salió beneficiada en el sorteo, del que nunca participó.

.- De acuerdo con el artículo 12 de la ley 1537 de 2012, se encuentra “en órdenes de priorización para tener mi casa” ya que padece de osteoartrosis degenerativa, enfermedad que le impide trabajar y se manifiesta con constantes molestias y dolores en sus manos.

2.- Después de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, solicitó se protejan sus derechos a la vivienda y la vida digna y se ordene a Fonvivienda y al DPS entregar de forma prioritaria su casa, dentro de cualquiera de los proyectos de vivienda en los municipios de Dosquebradas o Pereira. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Mediante proveído del pasado 10 de agosto se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor. Posteriormente se vinculó al Director de Ingreso Social del DPS y a la Coordinadora del Grupo de Atención al Usuario y Archivo del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio 
2.- La Asesora de la Dirección General con Funciones Jurídicas de la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema señaló, en breve síntesis, que la entidad que representa no es responsable de seleccionar los potenciales beneficiarios para obtener los subsidios de vivienda ni para asignarlos, funciones atribuidas, en su orden, al Departamento para la Prosperidad Social y al Fondo Nacional de Vivienda. Así entonces la tutela no está llamada a prosperar en su contra. 
3.- La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, al ejercer su derecho de defensa, aseveró que dentro del trámite de entrega del subsidio de vivienda familiar en especie para población vulnerable, la competencia del Departamento se limita al estudio técnico para la identificación de potenciales beneficiarios, mientras que del proceso de convocatoria y postulación es responsable Fonvivienda, de acuerdo con las leyes 975 de 2004 y 1537 de 2012.
Explicó que la demandante está registrada en el RUV, con residencia declarada en el municipio de Pereira, se encuentra condición de desplazamiento y con “subsidio en estado calificado”, por lo que fue ubicada como potencial beneficiaria para el proyecto Salamanca, en el cuarto orden de priorización. Para que se adelantara el procedimiento de postulación, se procedió a remitir el listado de potenciales beneficiaros a Fonvivienda, entidad que determinó que la accionante cumplía los requisitos para acceder al subsidio; teniendo en cuenta que para el citado proyecto de vivienda, el número de hogares en el mismo orden de priorización superaba al número de casas disponibles, se realizó el procedimiento de sorteo, del cual no salió favorecida. Solicitó “se ARCHIVEN las diligencias”, debido a que el DPS ha actuado conforme con la normativa.

4.- Quien dijo ser apoderado especial del Fondo Nacional de Vivienda se pronunció, pero no aportó el poder que le fuera conferido para intervenir en representación de la entidad citada y por ende, sus argumentos no serán apreciados.
5.- El Director de Ingreso Social del DPS y la Coordinadora del Grupo de Atención al Usuario y Archivo del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S  

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. 

2.- En el caso bajo estudio, la actora encuentra vulnerados sus derechos fundamentales, como desplazada por la violencia, en razón a que las entidades accionadas no le han entregado una solución de vivienda.
3.- Es necesario mencionar que el derecho a la vivienda contemplado en el artículo 51 de la Constitución Política, no hace parte del capítulo de los denominados “fundamentales”, sino de los sociales, económicos y culturales, requiere desarrollo legal y progresivo y no otorga a las personas la facultad de exigir del Estado, de manera inmediata, una vivienda digna. No obstante, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que adquiere el carácter de fundamental cuando lo reclama la población desplazada por la violencia y por tanto, es susceptible de protección mediante acción de tutela. Así ha dicho esa Corporación:

“Cuando se trata de población en situación de desplazamiento, debido a su especial condición de vulnerabilidad, la Corte ha indicado que el derecho a la vivienda digna goza de una protección especial. En este sentido, ha establecido que el derecho a la vivienda digna es de carácter fundamental cuando se trata de personas desplazadas por la violencia, y en esos casos específicos es susceptible de ser protegido mediante la acción de tutela. Ciertamente, las personas desplazadas han tenido que abandonar su lugar de origen, usualmente renunciando a todos sus bienes, para reubicarse en una nueva localidad en la cual son extraños y, probablemente, en la que no tienen medios materiales para llevar una vida mínimamente digna. Siendo esto así, es muy difícil que logren superar la condición de desplazamiento sin el concurso del Estado. En este orden de ideas, esta Corporación ha proferido múltiples decisiones con el objetivo de proteger el derecho a la vivienda digna de la población desplazada”
.

Según se desprende de las respuestas brindadas a los derechos de petición de la accionante
 y del pronunciamiento efectuado en esta instancia por el Departamento para la Prosperidad Social, el hogar de la accionante se postuló para la adquisición de vivienda; en esa convocatoria se determinó que “cumplía con los requisitos para ser beneficiario del SFVE”, lo que le permitía continuar con el proceso ante el DPS, entidad que selecciona los hogares teniendo en cuenta los criterios de priorización definidos en el Decreto 1921 de 2012; no obstante, como el número de hogares aspirantes superaba el de viviendas ofertadas, en aplicación del artículo 15 del mismo decreto, se realizó un sorteo entre las familias que ocupaban el mismo nivel de priorización, en este caso el cuarto de la población desplazada, en el que la actora no salió favorecida.   
Así entonces, establecida la razón por la cual el grupo familiar de la accionante quedó al margen del proceso de asignación de vivienda gratuita, corresponde entonces decidir a esta Sala si con motivo del sorteo realizado se vulneraron derechos fundamentales a la citada señora, que reclama su derecho a una vivienda digna y por tratarse de una persona que hace parte de la población desplazada.
El citado Decreto 1921 de 2012 tiene por objeto reglamentar “la metodología para la focalización, identificación y selección de los hogares potencialmente beneficiarios del subsidio familiar de vivienda 100% en especie (SFVE), así como los criterios para la asignación y legalización del referido subsidio, en el marco del programa de vivienda gratuita dirigido a los hogares de que trata el artículo 12 de la Ley 1537 de 2012.”
 
De conformidad con los artículos 2º y 4º
 del referido Decreto, los hogares aspirantes a vivienda deberán postularse ante el Fondo Nacional de Vivienda, el cual determinará si cumplen con los requisitos necesarios para acceder al subsidio. Aquellos que los acrediten serán remitidos al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, que se encargará de elaborar el listado de potenciales beneficiarios, para lo cual deberá tener en cuenta los criterios de priorización fijados por el artículo 8º
.
Tal procedimiento se cumplió a cabalidad, como quiera que a la señora Consuelo Patiño Patiño se le dio la posibilidad de postularse ante Fonvivienda para la “adquisición de vivienda – subsidio en especie” en el proyecto Salamanca de Pereira; se le ubicó en estado de “cumple con requisitos” para ser beneficiaria del subsidio familiar de vivienda
; de modo que su caso fue remitido al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social; este, tomando como referente la situación en que se encuentra y los criterios de priorización, la ubicó en el cuarto orden de la población en condición de desplazamiento. Sin embargo, como el número de viviendas en ese proyecto no alcanzaba para los hogares aspirantes, hubo de darse aplicación a las reglas contenidas en los literales a) y d) del artículo 15
 del Decreto 2164 ya citado, según las cuales “Si los hogares que conforman el primer criterio de priorización exceden el número de viviendas a transferir a un grupo de población en el proyecto, se realizará un sorteo entre los hogares del respectivo criterio de priorización, en las condiciones establecidas en el presente decreto y se tendrán como beneficiarios del SFVE aquellos que resulten seleccionados en el sorteo” y “Se continuará con el procedimiento de los literales a), b) y c) del presente artículo hasta llegar al último criterio de priorización para cada uno de los grupos de población en el proyecto”; como resultado de ese sorteo, su grupo familiar salió desfavorecido.
Así las cosas, contrario a lo aducido por la accionante quien considera que sus garantías fundamentales han sido transgredidas al no conceder su subsidio de vivienda, las entidades competentes se sometieron a las disposiciones que regulan el procedimiento para la adjudicación de viviendas en especie, pues tuvo la posibilidad de postularse; fue tenida en cuenta dentro de los potenciales beneficiarios y aunque resultó desfavorecida, ello obedeció más a la fortuna que no la acompañó en el sorteo que hubo de realizarse entre los hogares que se encontraban en igual orden de prioridad al suyo.
Y si bien la accionante critica el hecho de que no se le haya permitido participar del referido sorteo, según las condiciones fijadas por el artículo 16
 de la norma que viene siendo citada, esa diligencia “se llevará a cabo en presencia de por lo menos 4 de los siguientes testigos: 1. El gobernador o quien este designe. 2. El Alcalde o quien este designe. 3. El Director del DPS o quien este designe. 4. El Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Vivienda o quien este designe. 5. El Personero Municipal o quien este designe…Parágrafo 1°. El DPS levantará un acta del resultado del sorteo, la cual será firmada por todos los testigos…”. Así entonces no es obligatorio que los aspirantes al subsidio de vivienda asistan a esa diligencia, por lo tanto y ante la claridad de las personas que deben estar presentes, la razón aducida por la accionante no constituye motivo que lesione sus derechos fundamentales y que justifique conceder la tutela solicitada. 
Por tanto, como ni los funcionarios demandados, ni aquellos que fueron vinculados al proceso lesionaron derechos fundamentales a la actora, se negará el amparo solicitado.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO.- Se niega el amparo solicitado por la señora Consuelo Patiño Patiño contra la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y el Fondo Nacional de Vivienda -Fonvivienda-, a la que fueron vinculados el Director de Ingreso Social del DPS y la Coordinadora del Grupo de Atención al Usuario y Archivo del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio.
SEGUNDO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-515 de 2010, Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo.


� Folios 7 a 16


� Artículo 1º


� Modificados por el Decreto 2164 de 2013


� Modificado por el 1º del Decreto 2726 de 2014


� Ver cuadro de convocatoria a folio 16


� Modificado por el artículo 3º del Decreto 2726 de 2014


� Modificado por el artículo 4º del Decreto 2726 de 2014 
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